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Resumen

Este artículo postula que la activación y acción de las coaliciones son 
elementos relevantes para comprender los procesos de diseño e implementación de 
las políticas públicas; sin embargo, las coaliciones no siempre se activan ni toman 
la misma forma. De acuerdo con ese dilema analítico, la pregunta que orienta este 
artículo es: ¿cuáles son los factores que activan las coaliciones e inciden en el tipo 
de coalición configurada? Para llevar a cabo la investigación se realizaron veinte 
entrevistas a actores clave y se analizaron documentos públicos elaborados por 
organizaciones socioambientales, organismos de los estados provinciales y notas de 
medios de comunicación provinciales. A partir del estudio comparativo del diseño e 
implementación de una política ambiental en tres provincias argentinas, se sostiene 
que la activación de las coaliciones depende de un factor estructural-económico 
denominado disputa por los recursos naturales, mientras que el tipo de coalición 
depende del grado de apertura del sistema político.
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Abstract

This article argues that the activation and action of coalitions are relevant to 
understand the processes of design and enforcement of public policies. However, 
coalitions do not always activate or take the same form. According to this analytical 
dilemma, the question that guides this article is: What are the factors that activate 
coalitions and affect the type of coalition built? This study is the product of twenty 
interviews with key actors and the analysis of public documents prepared by 
environmental organizations, subnational state organizations, and media. Morover, 
it compares the design and enforcement of an environmental policy in three 
Argentine provinces. As a result, it was found that the activation of the coalitions 
depends on a structural-economic factor called the dispute over natural resources, 
while the type of coalition depends on the degree of opening of the political system.
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Introducción

Una de las posibles formas en que se organiza la acción colectiva en 
momentos de diseño e implementación de políticas púbicas es mediante 
coaliciones (Diani, 2012; 2015; Gutiérrez, 2017; 2018; Sabatier, 1988; 
Sabatier y Weible, 2007). Más allá de las diferencias conceptuales en torno al 
término, se concuerda en que las coaliciones son grupos integrados por una 
gran heterogeneidad de actores que comparten un objetivo, visión o creencia 
específica sobre un problema público que los hace entablar vínculos formales 
o informales con el fin de trasladar sus preferencias a los lineamientos de la 
política en debate o en la implementación de esta (Barnes, van Laerhoven y 
Driessen, 2016; Diani, 2012; Gutiérrez, 2017; 2018; Hajer y Versteeg, 2005; 
Sabatier, 1988; Sabatier y Weible, 2007).

En ese sentido, la literatura brinda elementos teóricos para comprender 
las diferencias con otros modos de acción colectiva, por ejemplo, movimientos 
sociales (Diani, 2012; 2015), la manera en que se vinculan los actores estatales 
y sociales (Gutiérrez, 2017; 2018; Hajer y Versteeg, 2005), la forma en que 
dichos actores comparten e intercambian recursos estratégicos (Barnes, van 
Laerhoven y Driessen, 2016; Diani, 2012; 2015; Sabatier y Weible, 2007) y, 
en menor medida, investigaciones más recientes, las causas que producen su 
éxito (Barnes, van Laerhoven y Driessen, 2016; Granada, 2017; Yagci, 2019). 
Sin embargo, teniendo en cuenta que las coaliciones no se forman en todos 
los casos (Diani, 2012) y que asumen distintas formas, poca importancia se 
ha dado a los factores contextuales que producen su activación. En vistas de 
dicho vacío, la pregunta que guía este artículo es: ¿cuáles son los factores que 
activan las coaliciones e inciden en el tipo de coalición configurada?

Para el análisis de la activación de distintos tipos de coaliciones, el área 
de política ambiental es relevante. Estas políticas, al igual que otras, tienen 
claros efectos distributivos que suelen dividir a los actores entre beneficiaros 
de esas políticas —pueblos indígenas, campesinos, población en general— y 
los perjudicados por estas —en general, empresarios o productores ligados 
al área que busca ser regulada—. Además, la definición de «ambiente» suele 
ser objeto de disputa entre actores con diferentes conocimientos, por lo 
tanto, la discusión de una política ambiental suele entrecruzar a los actores 
por sus intereses, pero también por sus marcos interpretativos (Barnes, 
van Laerhoven y Driessen, 2016; Martínez y Delamaza, 2018; Medeiros y 
Gomes, 2019; Moreno, 2019; Weible, 2005). En esta línea, los debates sobre 
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política ambiental suelen ser profundamente conflictivos y, por ese motivo, es 
esperable que se activen coaliciones que tengan el objetivo de imponer sus 
visiones e intereses en torno a este tipo de políticas.

El argumento de este trabajo sostiene que, para el área ambiental, la 
activación y el tipo de coaliciones depende de dos factores: la disputa en 
torno a los recursos naturales y el grado de apertura del sistema político. En el 
momento de diseño e implementación de una política en el área ambiental, 
la presencia de actividades económicas que se contraponen a la protección 
genera que actores con distintos intereses y visiones —a favor y en contra de 
la política en cuestión— tomen posición y se vinculen con otros semejantes, 
dando lugar a la formación de las coaliciones. Por el contrario, la ausencia de 
este escenario de disputa por los recursos naturales no permite la activación 
de coaliciones.

Una vez establecidas, hay dos tipos de coaliciones posibles que 
dependen del grado de apertura del sistema político. En sistemas políticos más 
cerrados hay mayor propensión a que los actores estatales no se vinculen con 
los actores sociales y el tipo predominante de coalición sea socioambiental, la 
cual dispute contra las visiones e intereses de las elites políticas subnacionales. 
Por el contrario, en sistemas políticos más abiertos hay mayores posibilidades 
para que los actores sociales se relacionen con actores estatales afines a sus 
visiones y objetivos, permitiendo la activación de coaliciones Estado-sociedad 
contrapuestas (véase figura 1). 

Figura 1. Factores que activan coaliciones e inciden en su tipo.

Fuente: elaboración propia.

Tanto la pregunta de investigación planteada como el argumento 
del artículo guardan relevancia teórica. Por un lado, este trabajo pretende 
generar un aporte al marco teórico de coaliciones al analizar los factores que 
inciden en su activación y en el tipo de coalición conformada. En términos 
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generales, la literatura suele analizar los procesos de formulación de políticas 
públicas en los que las coaliciones ya se encuentran activadas (Sabatier, 1995; 
Weible, 2005; Diani, 2012; Yagci, 2019) y, en menor medida, las causas que 
producen la incidencia política de estas (Matti y Sandström, 2011; Barnes, 
van Laerhoven y Driessen, 2016). Por ese motivo, analizar los factores que 
inciden en la activación de coaliciones es relevante, ya que esto no ocurre en 
todos los casos. Por otro lado, este trabajo pretende sumar que hay factores 
contextuales —en este caso, económicos y políticos— que inciden en la 
activación de coaliciones y en el tipo de coalición configurada.

En este artículo se analiza el proceso de adecuación e implementación de 
una política ambiental nacional en tres provincias argentinas. Particularmente, 
el caso argentino es importante a la luz de la pregunta y el argumento planteado. 
Al igual que varios países latinoamericanos —Brasil, Colombia, México—, 
en Argentina la implementación de las políticas ambientales es competencia 
subnacional. Según la distribución de atribuciones entre el Estado nacional y 
los subnacionales —denominadas provincias—, el Congreso nacional tiene 
la potestad de sancionar leyes de presupuestos —estándares— mínimos de 
protección ambiental y las provincias tienen la obligación de adecuarse a los 
estándares nacionales mediante leyes provinciales, y luego implementarlas en 
sus territorios (artículos 41 y 124 de la Constitución de la Nación Argentina). 
De ese modo, dado que cada provincia tiene estructuras económicas, 
políticas y ambientales diferentes (Ardanaz, Leiras y Tommasi, 2014; Behrend 
y Bianchi, 2017), es esperable que los procesos provinciales de adecuación 
e implementación sean diferentes. Como consecuencia de los contextos 
disimiles, es de esperar que los actores intervinientes no generen siempre 
los mismos vínculos, haciendo del área de gestión ambiental en Argentina 
un caso relevante para analizar las causas que inciden, por ejemplo, en la 
activación de distintos tipos de coaliciones.

Dentro del conjunto de leyes de presupuestos mínimos, en este se 
texto analiza comparativamente el proceso de adecuación e implementación 
de la Ley 26331 de Presupuestos mínimos de protección ambiental de los 
bosques nativos (LBN) en Neuquén, Santa Cruz y Tierra del Fuego entre 
2008 y 2019. Sancionada a fines de 2007, la LBN propuso garantizar la 
conservación y el manejo sustentable de los bosques nativos de todo el país. 
Siguiendo las competencias constitucionales mencionadas, estableció que 
todas las provincias con bosques nativos debían sancionar leyes provinciales 
de adecuación normativa a estándares nacionales, denominadas leyes de 



Lucas Martín Figueroa

[        ]256

Estudios Políticos, 60, ISSN 0121-5167 • eISSN 2462-8433

Ordenamiento Territorial de Bosques Nativos (OTBN). Para realizarlas, las 
provincias debían poner en práctica un proceso de consulta pública, seguir 
criterios socioambientales específicos y elaborar un mapa de clasificación de 
los bosques nativos en tres categorías de conservación: dos en las que no se 
puede desmontar —roja y amarillo— y una en la que puede desmontarse 
—verde—, siguiendo lineamientos definidos por la ley nacional. Para 
promover la adecuación provincial se dispuso la creación de un fondo anual 
de compensación económica que debe ser dirigido, principalmente, a los 
propietarios de zonas con bosques nativos para garantizar su conservación.

Entre 2008 y 2016, todas las provincias con bosques nativos aprobaron 
por ley sus respectivos OTBN, aunque en alguna de ellas se dieron debates 
controversiales entre distintos actores —estatales y sociales— que disputaron, 
según sus visiones e intereses, los lineamientos de estas políticas (Gutiérrez, 
2017; Schmidt, 2014; Vara & Collado, 2013, 17 de julio). Por lo tanto, la 
LBN, en particular, constituye un caso interesante para analizar los factores 
que inciden en la activación o no de coaliciones.

Dentro del universo fueron seleccionados los casos de Santa Cruz, 
Neuquén y Tierra del Fuego, a raíz de la variación que muestran en el 
resultado alcanzado y en los factores causales que dan forma al argumento, 
lo cual permite optimizar la comparación entre ellos: Santa Cruz no presenta 
actividades económicas que se contraponen a la protección de los bosques y 
tiene un sistema político cerrado, representa el caso en que no se activaron 
coaliciones; Neuquén tiene actividades contrarias a la protección de los 
bosques y cuenta con un sistema político cerrado, representa el caso en que 
una coalición socioambiental disputó, y aún disputa, contra las visiones e 
intereses de las elites políticas subnacionales; por último, Tierra del Fuego 
presenta actividades que se contraponen a la protección de los bosques y 
tiene un sistema político abierto, representa el caso en que dos coaliciones 
Estado-sociedad contrapuestas disputan el proceso de implementación de 
la LBN.

1.	 Factores que activan distintos tipos de coaliciones

Las coaliciones son grupos integrados por una gran heterogeneidad de 
actores que comparten un objetivo, visión o creencia específica sobre un 
problema público que los hace entablar vínculos formales o informales con el 
fin de trasladar sus preferencias a los lineamientos de la política en debate o 



Entre la economía y la política, factores que activan coaliciones...

[        ]257

Medellín, enero-abril de 2021: pp. 251-275

en la implementación de esta (Diani, 2015; Gutiérrez, 2017; 2018; Martínez 
y Delamaza, 2018; Sabatier, 1995; Weible, 2005).1

Siguiendo esta definición, el concepto tiene los siguientes atributos: 
en primer lugar, las coaliciones son heterogéneas, pues son integradas por 
una gran diversidad de actores, en algunos casos, las coaliciones están 
formadas por actores estatales y sociales (Fenger y Klok, 2001; Gutiérrez, 
2017; Sabatier y Weible, 2007; Weible, 2005), y en otros las coaliciones 
son conformadas solamente por actores sociales (Fernández y Garay, 2019; 
Martínez y Delamaza, 2018; Rausch, 2018). En segundo lugar, los integrantes 
de una coalición comparten un objetivo puntual (Diani, 2012; 2015) y una 
visión mínima o creencia específica sobre el problema, y la posible solución a 
ser implementada (Gutiérrez, 2017; 2018; Hajer y Versteeg, 2005; Sabatier, 
1988; Sabatier &y Weible, 2007). En tercer lugar, las coaliciones suelen apelar 
a la confrontación, la conformación de una coalición se realiza contra un 
«enemigo» claramente identificable que puede ser otra coalición —como en 
el caso de las coaliciones Estado-sociedad— o un grupo de actores específicos 
—empresarios o el Estado— (Diani, 2012; Fenger y Klok, 2001; Gutiérrez, 
2017). Por último, los miembros realizan acciones específicas para alcanzar 
sus objetivos e imponer sus visiones en la política en cuestión (Barnes, van 
Laerhoven y Driessen, 2016; Diani, 2012; 2015; Sabatier y Weible, 2007), 
aunque no necesariamente son coordinadas (Gutiérrez, 2017; 2018).

Con relación a los factores que influyen en la activación de las 
coaliciones, algunos autores comparten que la literatura sobre movilización 
social, en general, y sobre coaliciones, en particular, ha prestado poca 
atención a estos aspectos (Diani, 2012; 2015; Martínez y Delamaza, 
2018). Esto es especialmente importante para el área ambiental por la gran 
cantidad de trabajos que demuestran que los debates en torno a la sanción 
e implementación de este tipo de políticas suelen resultar en conflictos entre 
distintos tipos de coaliciones (Barnes, van Laerhoven y Driessen, 2016; 
Diani, 2012; Gutiérrez, 2017; 2018; Hajer y Versteeg, 2005; Martínez y 
Delamaza, 2018; Medeiros y Gomes, 2019; Sabatier, 1988; Yagci, 2019). 
En este artículo se argumenta que, para el área ambiental, la activación de 

1 Según sostienen algunos autores (Diani, 2015; Gutiérrez, 2018), el concepto de coaliciones suele ser 
confundido con el de movimientos sociales. La diferencia fundamental radica en que los movimientos 
sociales se identifican y reproducen a causa de una identidad compartida más amplia entre sus 
miembros (Abers y Von Bülow, 2011; Diani, 2015); por el contrario, las coaliciones no constituyen ese 
«nosotros» característico de los movimientos sociales.
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las coaliciones es producto de la existencia de una disputa por los recursos 
naturales, mientras que el tipo de coalición formada depende del grado de 
apertura del sistema político.

Una serie de estudios demuestra que para comprender el desempeño 
de los actores involucrados en el área ambiental el estudio de la variación de 
los distintos contextos económicos es analíticamente significativo (Allen, 2015; 
Behrend y Bianchi, 2017; Christel, 2020; Christel y Novas, 2018). Entre estos 
trabajos hay algunos que sostienen que la estructura económica determina 
los resultados político-ambientales (Bull y Aguilar-Støen, 2016b; De Castro, 
Hogenboom y Baud, 2016). Otras investigaciones matizan este argumento al 
reconocer que el balance de poder está a favor de los actores económicos, 
pero analizan la trama de vínculos y estrategias que estos tienden para 
imponer sus intereses y visiones vis a vis los actores que pretenden sancionar 
una política ambiental (Bull y Aguilar-Støen, 2016a; Christel, 2020; Christel 
y Novas, 2018).

Este trabajo se posiciona dentro de este segundo grupo, pero tiene 
en cuenta una dimensión poco estudiada (Martínez y Delamaza, 2018): la 
disputa por los recursos naturales, entendida como un escenario estructural-
económico contrapuesto, en el que ciertas actividades productivas se 
contraponen con la protección ambiental en un espacio geográfico delimitado. 
Por ejemplo, como sucede en algunos países de América Latina, la expansión 
de la frontera agropecuaria sobre bosques nativos o humedales (Fehlenberg 
et al., 2017), o la posible instalación de una central hidroeléctrica en zonas 
de alto valor de conservación (Martínez y Delamaza, 2018; Rausch, 2018) 
genera un escenario de disputa por los recursos naturales.

Siguiendo esta línea y de acuerdo con lo desarrollado previamente, 
en estos contextos es esperable que la discusión en torno a la sanción y 
potencial implementación de una política de protección ambiental genere 
que distintos actores tomen posición de acuerdo con sus intereses, visiones 
y objetivos, conformen coaliciones y realicen distintas acciones con el fin 
de incidir en los estándares normativos y, luego, en su implementación. 
Como es de esperar, los contextos económicos, en general, y los escenarios 
de disputa por los recursos naturales, en particular, se multiplican en países 
federales y altamente descentralizados, ya que cada unidad subnacional 
tiene autonomía para definir su propio sistema económico (Behrend y 
Bianchi, 2017; Cetrángolo y Jiménez, 2003). No obstante, la disputa por los 
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recursos naturales no termina de incidir en el tipo de coaliciones formada. 
En este caso, es importante analizar la manera en que interviene el grado de 
apertura del sistema político.

Analizar el sistema político es relevante porque les da a los actores 
un conocimiento sobre cómo funcionan las relaciones sociales y políticas, 
influyendo, de esa manera, sobre cuáles son los cursos de acción más 
apropiados para alcanzar sus intereses y objetivos específicos (Acuña 
y Chudnovsky, 2013). En esta línea, algunos autores sostienen que las 
elites políticas de Estados poco plurales tienden a monopolizar el poder 
y las decisiones, impactando negativamente en la pluralidad de actores 
participantes del conflicto y, a su vez, dejando sin posibilidad de acción a 
actores estatales críticos con las visiones de las elites mencionadas (Bull y 
Aguilar-Støen, 2016a, 2016b; Moore, 2018; Ross, 2001; Sabatier y Weible, 
2007). En estos escenarios, por lo tanto, es poco esperable la formación 
de coaliciones Estado-sociedad y solamente queda espacio para la acción 
colectiva de una coalición integrada por actores sociales —individuales 
y colectivos—, aquí denominada coalición socioambiental, opuesta a los 
intereses y visiones de las elites gubernamentales.

Por el contrario, en sistemas políticos más abiertos es esperable una 
mayor inclusión de actores en el debate, por ello, también es probable que 
los actores estatales de distintas agencias de gobierno o de distintos poderes 
puedan entablar vínculos con actores sociales afines, dando lugar a la formación 
de dos coaliciones Estado-sociedad contrapuestas. Nuevamente, en sistemas 
federales y descentralizados, los sistemas políticos se multiplican, ya que las 
distintas subunidades tienen competencia institucional para establecer, entre 
otras cosas, las reglas electorales para acceder a los cargos subnacionales 
y para elaborar políticas públicas en áreas que no fueron delegadas en el 
ámbito nacional (Suárez, 2011). Dichas potestades abren la posibilidad para 
generar sistemas políticos heterogéneos que, en algunas ocasiones, dan lugar 
a partidos políticos hegemónicos que dominan la dinámica política provincial 
(Ardanaz, Leiras y Tommasi, 2014). Por lo tanto, reducir la escala de análisis al 
ámbito de gobierno subnacional resulta útil para comprender la manera que 
en se activan y toman forma las coaliciones.

En resumen, una vez establecido el contexto económico para la 
activación de coaliciones, es relevante comprender cómo interviene el 
sistema político subnacional, ya que un sistema político más abierto permite 
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la formación de coaliciones Estado-sociedad, mientras que un sistema político 
subnacional menos abierto genera las condiciones para el surgimiento de 
coaliciones que confronten contra las visiones e intereses de las elites políticas 
regionales (véase figura 1).

2.	 Marco metodológico

Para analizar los factores que inciden en la activación y el tipo de 
coaliciones configurada en el proceso de adecuación e implementación de la 
LBN se realiza un estudio comparado de tres casos, siguiendo una metodología 
cualitativa. Dicha metodología resulta útil para captar detalladamente el curso 
de acción de los actores estatales y sociales que intervienen en cada uno de 
los casos provinciales y, por ende, para generar nuevas hipótesis que puedan 
explicar los elementos que inciden en la activación y el tipo de coaliciones 
configuradas (George y Bennett, 2005; Gerring, 2007).

Para llevar a cabo el trabajo, lograr reconstruir los distintos procesos 
y captar los discursos y acciones de los actores que forman las coaliciones 
se realizaron veinte entrevistas a actores estatales y sociales involucrados en 
el proceso de adecuación e implementación de la LBN en las provincias de 
Neuquén, Santa Cruz y Tierra del Fuego; además, se analizaron las versiones 
taquigráficas de las legislaturas provinciales donde fueron debatidas las 
leyes provinciales, se revisaron documentos elaborados por organizaciones 
de la sociedad civil —organizaciones socioambientales, asociaciones de 
productores— y por las distintas agencias estatales, y se realizó un estudio 
hemerográfico de los principales medios provinciales.

Con el objetivo de captar la disputa por los recursos naturales, se aborda 
un elemento central de la estructura económica subnacional: la existencia de 
actividades que se contraponen a la protección ambiental, en este caso, de los 
bosques nativos en espacios geográficos delimitados. Con base en imágenes 
del Sistema Nacional de Monitoreo de Bosques de la República Argentina 
(MAyDS, s. f.), en primer lugar, se reduce la escala de análisis y se identifican 
los departamentos provinciales que tienen bosques nativos. En segundo 
lugar, basado en informes y datos productivos elaborados por el Ministerio 
de Hacienda (2017a; 2017b; 2018a; Dirección Nacional de Asuntos 
Provinciales 2018), se analizan las actividades económicas o productivas 
que se realizan en los departamentos con bosques nativos con el objetivo de 
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encontrar complementariedades o contraposiciones entre dichas actividades 
y la protección ambiental. Como se mencionó, la presencia de actividades 
económicas que se contraponen con la protección ambiental de los bosques 
nativos genera un escenario de disputa por los recursos naturales que puede 
motivar la conformación de coaliciones de actores en confrontación.

Para captar el grado de apertura de los sistemas políticos subnacionales se 
analizaron tres elementos: el desempeño electoral del partido gobernante con 
respecto a las segundas fuerzas políticas, la alternancia en el poder ejecutivo 
y la composición de las legislaturas provinciales (Christel y Novas, 2018). Para 
evaluar el primero se elaboró un promedio general de la diferencia entre la 
primera fuerza política y la segunda para todas las elecciones provinciales 
desde 1983 hasta 2019; con respecto al segundo, se analizó la cantidad de 
veces que el partido de gobierno no fue reelecto para el cargo de gobernador 
en el periodo indicado. Con el último elemento se analiza el número de 
partidos políticos representados en la legislatura provincial en el periodo 
mencionado. Como se expuso, la apertura del sistema político subnacional 
permite la formación y confrontación de dos coaliciones Estado-sociedad, y 
un sistema político menos abierto deja abierta la posibilidad para la activación 
de una coalición socioambiental.

3.	 Disputa por los recursos naturales en Santa Cruz, 
Neuquén y Tierra del Fuego

En primer lugar, la provincia de Santa Cruz cuenta con siete 
departamentos, de los cuales cuatro tienen bosques nativos —Lago Buenos 
Aires, Río Chico, Lago Argentino y Güer Aike—. Entre las cinco actividades 
productivas más relevantes para la economía provincial se encuentran la 
minería metalífera, la producción de hidrocarburos, las actividades pesqueras, 
el turismo ecológico y la ganadería ovina (Ministerio de Hacienda, 2018a). Entre 
estas, la producción de ganadería ovina —quinta actividad de importancia 
para la provincia—, desarrollada en el departamento de Güer Aike, podría 
generar una contraposición con la protección de los bosques nativos, ya que 
las demás tienen lugar en departamentos no boscosos o porque su desarrollo 
es compatible con la protección de los bosques — turismo ecológico—. No 
obstante, la mayor parte de la producción ganadera en Güer Aike se realiza 
en la parte central del departamento donde no hay bosques nativos (Consejo 
Agrario, 2009; Dirección Nacional de Asuntos Provinciales, 2018). Siguiendo 
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estas condiciones, es esperable que en Santa Cruz no haya posibilidad de 
activación de coaliciones al momento de diseñar o implementar una política 
ambiental que tenga el objetivo de proteger los bosques nativos provinciales.

En segundo lugar, Neuquén cuenta con dieciséis departamentos, 
de los cuales ocho tienen bosques nativos —Los Lagos, Lacar, Huillches, 
Aluminé, Picunches, Loncopué, Ñorquín y Minas—. Entre sus actividades 
económicas hay dos que se contraponen con la protección de los bosques 
nativos: la expansión del turismo de recreación, centrada en el desarrollo 
de centros de esquí y cadenas hoteleras en los departamentos de Lacar y 
Los Lagos (Balazote, Cherñavsky y Stecher, 2017; Ministerio de Hacienda, 
2017a) y la expansión urbana, principalmente en Los Lagos, Lacar, Aluminé 
y Ñorquín (Loyola, 2015). Por lo tanto, a diferencia de Santa Cruz, en 
Neuquén están dadas las condiciones para que se activen coaliciones 
en momentos de diseño e implementación de una política de protección 
ambiental de bosques nativos.

Por último, Tierra del Fuego presenta bosques nativos en los únicos tres 
departamentos que integran la provincia —Río Grande, Tolhuin y Ushuaia—. 
En estos se realizan cuatro tipos de actividades económicas y productivas que 
podrían generar contraposiciones con la protección de los bosques nativos: 
la ganadería ovina en Tolhuin y Río Grande, la producción forestal en Tolhuin 
y Ushuaia, el desarrollo del turismo de recreación con epicentro en Ushuaia 
(Ministerio de Hacienda, 2017b) y la expansión urbana en Ushuaia y Tolhuin 
(Cordara y Duarte, 2017). Teniendo en cuenta este panorama, al igual que 
en Neuquén, es esperable que una política de protección ambiental que 
proponga proteger los bosques nativos abra la posibilidad para la activación 
de coaliciones.

4.	 Grado de apertura de los sistemas políticos subnacionales 
en Santa Cruz, Neuquén y Tierra del Fuego

De acuerdo con los elementos que son utilizados para caracterizar 
los sistemas políticos provinciales, la tabla 1 muestra el comportamiento de 
las provincias bajo estudio. En primer lugar, Tierra del Fuego presenta altos 
grados de competencia partidaria. Con respecto al primer elemento, la 
diferencia entre el primer candidato y el segundo es de 8,41% y, en todas 
las elecciones, con excepción de 1995, se llegó a instancias de ballotage. 
Con respecto al segundo elemento, en Tierra del Fuego no es extraño que el 
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partido de gobierno pierda la elección, ya que hubo cinco alternancias entre 
distintas fuerzas políticas en el periodo mencionado. Por último, el análisis 
de la legislatura provincial arroja que nunca un partido logró obtener más 
de 50% de las bancas y los datos de su composición arrojan que estuvieron 
representadas poco más de tres fuerzas políticas (3.54), lo que demuestra una 
gran pluralidad legislativa.

Tabla 1. Apertura del sistema político —de más a menos abierto—  
en Neuquén, Santa Cruz y Tierra del Fuego, 1983-2019.

Provincias 
(1983-2019)

Diferencia entre la 
primera y segunda fuerza 

política

Cantidad de 
alternancias en el 
poder ejecutivo 

provincial

Cantidad efectiva 
de partidos en la 

legislatura

Tierra del Fuego 8,41% 5 3.54

Santa Cruz 18,48% 0 1.79

Neuquén 23,18% 0 3.47

Fuente: elaboración propia a partir de Atlas Electoral de Andy Tow (s. f.).

Santa Cruz, por su parte, tiene un sistema político más cerrado, 
caracterizado por ser poco competitivo y plural. Los datos de la tabla 1 
muestran que no hubo alternancia en el cargo de gobernador desde 1983, 
siempre dominado por el Partido Justicialista (PJ), y que la diferencia entre 
el primer y segundo lugar fue de 18,48%. La fortaleza del PJ se refuerza por 
la baja pluralidad en la legislatura provincial, al no alcanzar los dos partidos 
representados (1.79).

Del mismo modo, Neuquén cuenta con un sistema político cerrado, 
en el cual el Movimiento Popular Neuquino (MPN) logró la victoria en todos 
los comicios desde 1983 hasta la actualidad con una significativa diferencia 
con la segunda fuerza política (23,18%). Como sostienen Lucas Christel y 
Mariano Novas (2018) en su análisis sobre el sistema político neuquino, el 
MPN también domina la legislatura provincial, a pesar de tener una cantidad 
de partidos representados en la legislatura similar a la de Tierra del Fuego 
(3.47). Estos datos, dicen los autores, están relacionados a una estrategia del 
partido hegemónico de sumar partidos menores como aliados y extender el 
control legislativo.
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Como demuestran los datos, Neuquén y Santa Cruz presentan un 
sistema político menos abierto en comparación con el de Tierra del Fuego. 
De esa forma, dada la estructura de poder político, es esperable que, en 
escenarios de disputa por los recursos naturales, en Tierra del Fuego estén 
dadas las condiciones para la activación de coaliciones Estado-sociedad, 
mientras que en Neuquén y Santa Cruz la posibilidad es de una coalición 
compuesta por actores de la sociedad civil.

5.	 Proceso de diseño e implementación de la Ley Nacional 
N.° 26331 de Presupuestos Mínimos de Protección 
Ambiental de los Bosques Nativos (LBN) en Santa Cruz, 
Neuquén y Tierra del Fuego

5.1	 Santa Cruz, proceso sin formación de coaliciones

El proceso de sanción e implementación del OTBN en Santa Cruz fue 
carente de conflictos y se caracterizó por la ausencia de actores ajenos al 
gobierno provincial, por lo tanto, el proceso fue carente de coaliciones y 
dominado por las iniciativas gubernamentales.

Con la posibilidad de recibir los fondos nacionales establecidos por la 
LBN, en septiembre de 2008 el entonces gobernador Daniel Peralta (FPV-PJ) 
elaboró un decreto (2446/08) que estableció que el Consejo Agrario Provincial 
(CAP) tendría la función principal de elaborar el OTBN. Meses después del 
decreto, el CAP, mediante una resolución (166/09), nombró cinco personas 
para integrar una Unidad Ejecutora Provincial (UEP), encargadas de analizar 
y poner en práctica los criterios de sustentabilidad ambiental de la LBN y, 
posteriormente, elaborar el mapa final del OTBN con las tres categorías 
de conservación —roja, amarilla y verde— (Consejo Agrario, 2009). Los 
nominados por el poder ejecutivo provincial fueron tres funcionarios del CAP 
y dos miembros técnicos de un instituto de investigación nacional con sede 
en Santa Cruz —el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA)— 
(Consejo Agrario, 2009). Fue justamente uno de estos técnicos que, a pedido 
de los actores estatales, elaboró rápidamente el informe que sería la base de 
la normativa finalmente sancionada (funcionario INTA/UEP I, comunicación 
personal, abril, 2019).

El informe (Consejo Agrario, 2009) fue presentado en julio de 2009, 
al poco tiempo de la creación de la UEP. Luego de la presentación del 
informe, un año más tarde, en julio de 2010, sin modificaciones y sin debate 
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en la legislatura provincial, fue sancionada la Ley de OTBN (3142/10) que 
incorporó, en su Anexo 1, el informe mencionado, tal cual fue presentado 
(funcionario INTA II, comunicación personal, junio, 2020). El mismo proceso, 
carente de conflictos, se replicó durante los años de la implementación del 
OTBN (funcionario INTA II, comunicación personal, junio, 2020).

La falta de actores participantes, más allá de los funcionarios estatales, 
en un proceso de más de diez años sin conflictos ni tensiones y, por ende, 
sin activación de coaliciones, puede ser explicado por la ausencia de un 
escenario de disputa por los recursos naturales Así lo expresa uno de los 
encargados de elaborar el OTBN: «En el caso de Santa Cruz, no había mucha 
tensión, porque, en nuestra provincia, la mayoría es bosque de bajo manejo. 
Ponele que el 90% es así» (comunicación personal, funcionario INTA/UEP I, 
abril, 2019). Del mismo modo, aunque también sobre la implementación 
del OTBN, otro funcionario comentó que «debe haber sido un proceso sin 
conflicto porque tenés pocos actores que ejercieron presión [en Santa Cruz], 
tenés parques nacionales, tenés jurisdicciones municipales, tenés pueblos, 
o sea… también eso ha favorecido el proceso» (comunicación personal, 
funcionario INTA II, junio, 2020).

En pocas palabras, la falta de una disputa por los recursos naturales 
produjo un escenario carente de contraposición de visiones e intereses entre 
diferentes actores que impidió dar origen a la conformación de las coaliciones.

5.2	 Neuquén, activación de una coalición socioambiental

A diferencia de Santa Cruz, en Neuquén hubo una mayor conflictividad 
en dos momentos puntuales: en el momento de diseño del OTBN entre 2008 
y 2011, y en un intento de modificación normativa impulsada por el poder 
ejecutivo provincial que pretendía reducir los estándares ambientales a finales 
de 2019. Como resultado, fue activada una coalición socioambiental que 
confrontó, en ambas oportunidades, contra el proyecto de las elites políticas 
provinciales.

Con el objetivo de acceder rápidamente los fondos de la LBN, el 
gobernador Jorge Sapag (MPN) creó, mediante un decreto (856/08), una UEP 
que tendría la función de realizar los procesos de participación pública y 
elaborar el mapa de las categorías de conservación, siguiendo los criterios 
técnicos de la ley nacional. Durante 2010 fueron realizados más de diez 
talleres en toda la provincia en la que participaron diferentes sectores de 
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la sociedad civil, entre ellos, ONG locales, pueblos indígenas mapuches y 
ciudadanía en general, quienes rápidamente conformaron una coalición 
socioambiental (Diario Andino, 2011, noviembre 21). Dentro de estos 
talleres, los más participativos se dieron en los departamentos de Los Lagos 
y Lacar, en los que hay actividades relevantes para las economías locales —
turismo centrado en centros de esquí en Villa la Angostura y San Martín de 
los Andes— que se contraponen a la protección de los bosques provinciales.

Dentro de coalición socioambiental, la ONG Alerta Angostura 
constantemente difundió y movilizó a la ciudadanía hacia los talleres 
participativos. Dada la relevancia del tema para la ciudadanía local, los 
actores a favor de la protección ambiental de los bosques monopolizaron 
la participación en los talleres, en los que manifestaron sus visiones a los 
funcionarios del gobierno provincial. Producto de las diferentes posturas 
entre la UEP y los actores sociales, la coalición socioambiental presentó 
un proyecto de ley alternativo, caracterizado por ser más proteccionista. 
Ante el escenario contrapuesto y la posibilidad de retrasar la llegada de 
los fondos nacionales, la UEP llegó a un acuerdo con las organizaciones 
sociales e incorporó algunas demandas de estos actores. No obstante, al 
contrario de los acuerdos alcanzados, la UEP modificó la letra del proyecto. 
Se redujeron los estándares acordados, dando origen, nuevamente, a 
reclamos de la coalición socioambiental (Alerta Angostura, 2014, mayo 
22). A pesar de las demandas, en noviembre de 2011, el proyecto que 
representaba los intereses y visiones de las elites políticas provinciales fue 
presentado y aprobado por unanimidad en la legislatura dominada por el 
MPN (Honorable Legislatura de Neuquén, 2011).

Un nuevo escenario de alta conflictividad emergió en los meses finales 
de 2019, cuando el poder ejecutivo provincial (MPN) intentó modificar el 
OTBN, reduciendo las zonas protegidas. El objetivo era expandir y potenciar 
la cadena turística en un reconocido centro de esquí —Cerro Chapelco—, 
en el departamento Lacar (Balazote, Cherñavsky y Stecher, 2017). Como 
respuesta a este intento, vecinos de la Municipalidad de San Martín de los 
Andes, departamento de Los Lagos, comunidades mapuches y organizaciones 
socioambientales locales rápidamente manifestaron su oposición a través de 
protestas sociales y comunicados públicos (Diario Andino, 2019, noviembre 
26). Al mismo tiempo, se aliaron con otros actores afines de mayor relevancia 
en los ámbitos provincial y nacional, tales como expertos de la Universidad 
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Nacional del Comahue, sede Neuquén, y la ONG Greenpeace, los cuales se 
unieron a las demandas, reforzando la coalición socioambiental (Giardini, 
2019, noviembre 26; experto de la Universidad Nacional del Comahue, 
comunicación personal, diciembre, 2019). Ante la escalada del conflicto y a la 
espera de generar consensos, el poder ejecutivo provincial quitó el proyecto 
de la legislatura (Lara, 2019, diciembre 1.º).

A diferencia de Santa Cruz, el caso de Neuquén muestra que las 
diferentes visiones e intereses en torno al manejo y uso de los recursos 
naturales produce un escenario de disputa por los recursos naturales. Este 
contexto, como se mencionó en el apartado teórico, motiva la acción de los 
actores e incide en la activación de coaliciones; sin embargo, la baja pluralidad 
del sistema político provincial no parece posibilitar que los actores sociales 
que se manifestaron a favor de la protección ambiental tiendan vínculos con 
los actores estatales. De este modo, en Neuquén se activó una coalición 
socioambiental que confrontó las iniciativas del poder ejecutivo provincial 
que se mostró a favor de la expansión de las actividades productivas sobre los 
bosques provinciales.

5.3	 Tierra del Fuego, activación de dos coaliciones  
Estado-sociedad contrapuestas

A diferencia de las provincias anteriores, en Tierra del Fuego se combinan 
los dos factores: la disputa por los recursos naturales y el sistema político 
abierto. Como resultado, se activaron dos coaliciones Estado-sociedad con 
visiones e intereses contrapuestos. Para ilustrarlo se analiza en profundidad el 
proceso de diseño del OTBN entre 2008 y 2012.2

Con el objetivo de acceder a los fondos nacionales, a finales de 2008 
la Secretaría de Ambiente provincial comenzó a elaborar el OTBN y a 
realizar el proceso de consulta pública entre distintos actores. Rápidamente, 
algunos sectores productivos que se verían afectados por dicha normativa 
—productores ganaderos y empresarios ligados a un centro de esquí en la 
capital provincial—, expertos del área forestal de un reconocido centro de 

2 Durante el proceso de implementación del OTBN, las coaliciones se mantuvieron activadas, 
confrontando principalmente por la distribución de los fondos disponibles que provienen del Estado 
nacional. Para más información sobre el proceso de implementación y las tensiones generadas, véase 
Leonardo Collado, Patricia Ríos y Anabella Bonomi, (2017).
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investigación nacional con sede en la provincia y expertos del Ministerio de 
Agricultura Ganadería y Pesca que no compartían las visiones de la Secretaría 
de Ambiente manifestaron su oposición a la iniciativa de gobierno conformado 
una coalición Estado-sociedad de orientación productiva (Collado, Ríos y 
Bonomi, 2017).

Ante la oposición, la Secretaría De Ambiente continuó impulsando la 
propuesta y, para ganar adeptos, se vinculó con los directivos del mencionado 
centro de investigación y una reconocida ONG local —Finisterrae—, 
activando una coalición Estado-sociedad de orientación más proteccionista. 
No obstante, debido a las estrategias y vínculos entre el sector ganadero y 
legisladores provinciales la propuesta no fue discutida en la legislatura. «El 
resultado fue producto de la falta de un acuerdo en la legislatura que era 
donde, sobre todo, el sector ganadero tenía representantes» (comunicación 
personal, funcionario Tierra del Fuego I, abril, 2019).

Durante 2011 la Secretaría de Ambiente insistió con el tratamiento 
del OTBN, para ello, principalmente buscó y logró la adhesión de un mayor 
número de organizaciones socioambientales locales, de las autoridades de 
la Universidad Nacional de Tierra del Fuego y de la Secretaría de Turismo 
provincial. No obstante, a pesar de que la coalición Estado-sociedad de 
orientación proteccionista aumentó el número de integrantes, la coalición 
contraria continuó oponiéndose férreamente al OTBN y, por lo tanto, las 
tensiones continuaron.

En el verano de 2011-2012, un incendio forestal de gran magnitud 
llamó la atención de los medios provinciales y de la ciudadanía en general 
que comenzó a demandar por la protección de los bosques nativos (La 
Nación, 2012, febrero 17). Este trágico evento fue utilizado estratégicamente 
por el secretario de Ambiente, quien amparado por la gobernadora dio 
una conferencia de prensa en la Gobernación, en la que alertó sobre las 
consecuencias negativas de los incendios y notificó que de no aprobarse el 
OTBN la situación podría volver a repetirse (funcionario Tierra del Fuego 
II, comunicación personal, abril, 2019). De ese modo, la coalición Estado-
sociedad de orientación más proteccionista logró contraponerse a las acciones 
de la coalición contraria y propició que la legislatura debatiera y aprobara en 
abril de 2012 el proyecto de ley. De ese modo, el OTBN de Tierra del Fuego 
logró ser sancionado.

A diferencia de Santa Cruz, pero al igual que Neuquén, el caso de 
Tierra del Fuego muestra que las diferentes visiones e intereses en torno al 
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manejo y uso de los recursos naturales produce un escenario de disputa por 
los recursos naturales, por lo tanto, ante este escenario, quedaron activadas 
las coaliciones. En ese sentido, un productor ganadero comentó lo que motivó 
el conflicto: «El 50% de los bosques que tenés están en estancias privadas que 
es ganaderamente lo más óptimo [entonces] el productor con estas medidas 
[ambientales] siempre tiene un poco de recelo, porque no sabés cómo viene 
la mano» (comunicación personal, productor ganadero, junio, 2020). No 
obstante, a diferencia de Neuquén, Tierra del Fuego tiene un sistema político 
plural. Este escenario parece haber permitido que el conflicto penetre las 
estructuras del estado provincial, abriendo la posibilidad para la activación de 
dos coaliciones Estado-sociedad contrapuestas que disputaron los alcances 
normativos de la ley de protección de los bosques provinciales.

Conclusiones

Las coaliciones son importantes para comprender la manera en que 
distintos actores buscan incidir en los procesos de diseño e implementación 
de políticas públicas. Sin embargo, se reconoció que esta literatura no se 
caracteriza por analizar los factores que inciden en la activación y el tipo 
de coaliciones configuradas. Al analizar el proceso de adecuación e 
implementación de la LBN en tres provincias argentinas —Neuquén, Santa 
Cruz y Tierra del Fuego entre 2008 y 2019—, se encontró que hay dos 
factores contextuales que inciden en la activación y en los tipos de coalición 
configurada: la disputa por los recursos naturales y el grado de apertura del 
sistema político.

En los casos de Neuquén y Tierra del Fuego se observó que la presencia 
de un escenario de disputa por los recursos naturales produjo la activación 
de coaliciones al contraponer a los actores participantes de los procesos 
mencionados en dos posiciones divergentes, una a favor de la protección 
ambiental de los bosques nativos y otra en contra de esta. Por el contrario, 
el caso de Santa Cruz ilustró que la ausencia de una contraposición entre las 
actividades productivas y la protección de los bosques nativos no brinda las 
posibilidades para la activación de las coaliciones. De ese modo, el proceso 
fue dirigido por el gobierno provincial sin tensiones ni conflictos.

Sin embargo, la comparación entre Neuquén y Tierra del Fuego plasmó 
que la disputa por los recursos naturales no incide en el tipo de coalición 
configurada. Para ello, fue central reconocer la manera en que intervino 
el grado de apertura del sistema político. Por un lado, el caso neuquino 
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demostró que un sistema político más cerrado genera que los actores sociales 
a favor de la protección de los bosques provinciales no logren entablar 
vínculos con actores estatales, ya que estos tienden a reproducir las visiones 
e intereses de las elites políticas provinciales. De ese modo, fue activada una 
coalición socioambiental integrada por actores sociales —organizaciones 
socioambientales con base local, pueblos indígenas mapuches, ONG y 
ciudadanos en general— que se opuso a las iniciativas gubernamentales. Por 
otro lado, el caso de Tierra del Fuego mostró que un sistema político más 
abierto genera que el conflicto penetre las estructuras del estado provincial 
y divida a los actores estatales. Por lo tanto, dicho contexto permitió que los 
actores sociales a favor de la protección ambiental se vincularan con actores 
estatales afines, dando origen a una coalición Estado-sociedad de orientación 
más proteccionista. Del mismo modo, actores sociales contrarios a la política 
de protección lograron vincularse con actores estatales de similares visiones 
e intereses, generando la activación de una coalición Estado-sociedad de 
orientación más productiva. Por lo tanto, el resultado fue la configuración de 
dos coaliciones Estado-sociedad contrapuestas.

Esta investigación generó, al menos, dos aportes teóricos relevantes: 
por un lado, permite reconocer que, para el área ambiental, las coaliciones 
se activan cuando una actividad económica se contrapone con la posible 
sanción e implementación de una política de protección ambiental que 
regule dichas actividades, en ese sentido, se sostiene que al presentarse dicho 
escenario el proceso se caracteriza por una gran conflictividad; por otro lado, 
permite demostrar que el grado de apertura del sistema político explica el 
tipo de coalición activada.

A modo de cierre, es necesario continuar esta línea de investigación 
y profundizar sobre los factores causales que inciden en la activación de 
coaliciones en el área ambiental, en particular, y en otras áreas de políticas 
públicas, en general.
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